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2	 REGLAMENTO ANTIDUMPING, Artículo 26.- Remisión y absolución de 
cuestionarios.- Dentro de los 10 días de publicada la Resolución de inicio 
de la investigación en el Diario Oficial El Peruano, la Secretaría Técnica 
deberá remitir a las partes citadas en la denuncia y de ser el caso, a los 
importadores o productores identificados por la Comisión, los cuestionarios 
correspondientes a fin que sean remitidos a la Comisión debidamente 
absueltos, dentro del plazo de treinta (30) días, contados a partir del día 
siguiente de la notificación de los mismos. En dicha absolución, podrán ser 
presentados los descargos correspondientes. Los plazos concedidos a los 
productores o exportadores extranjeros se contarán a partir de la fecha de 
recepción del cuestionario, el cual se considerará recibido siete (7) días 
después de su envío al destinatario del país de origen o de exportación. 

	 Con la remisión de los Cuestionarios a las empresas exportadoras 
denunciadas, se enviará copia de la solicitud presentada y de los anexos 
que no contengan información confidencial o, en su caso, de los documentos 
respectivos tratándose de investigaciones de oficio.

	 La Comisión podrá conceder prórrogas, adiciónales siempre y cuando se 
justifique adecuadamente el pedido, no pudiendo exceder de sesenta (60) 
días el plazo total para la absolución de cuestionarios.

3	 Sobre el particular, Insumos Perú manifestó no oponerse a aplicación de 
derechos antidumping provisionales.

4	 ACUERDO ANTIDUMPING, Artículo 7.- Medidas provisionales.- 
	 7.1. Sólo podrán aplicarse medidas provisionales si:
	 i) se ha iniciado una investigación de conformidad con las disposiciones 

del artículo 5, se ha dado un aviso público a tal efecto y se han dado a 
las partes interesadas oportunidades adecuadas de presentar información 
y hacer observaciones;

	 ii)  se ha llegado a una determinación preliminar positiva de la existencia de 
dumping o subvención y del consiguiente daño a una rama de producción 
nacional; y,

	 iii) la autoridad competente juzga que tales medidas son necesarias para 
impedir que se cause daño durante la investigación.

	 (…)
	 7.3. No se aplicarán medidas provisionales antes de transcurridos 60 días 

desde la fecha de iniciación de la investigación.
5	 REGLAMENTO ANTIDUMPING, Artículo 49.- Aplicación de derechos 

antidumping o compensatorios provisionales.- Sólo podrán aplicarse 
derechos antidumping o compensatorios provisionales si:

	 i) se ha iniciado una investigación de conformidad con las disposiciones del 
presente Decreto Supremo, se ha dado un aviso público a tal efecto y se 
han dado a las partes interesadas oportunidades adecuadas de presentar 
información y hacer observaciones;

	 ii)  se ha llegado a una determinación preliminar positiva de la existencia de 
dumping o subvención y del consiguiente daño a una rama de producción 
nacional; y,

	 iii) la Comisión juzga que tales medidas son necesarias para impedir que se 
cause daño durante la investigación.

	 No se aplicarán derechos antidumping o compensatorios provisionales 
antes de transcurridos sesenta (60) días desde la fecha de inicio de la 
investigación. En la aplicación de las medidas provisionales se tomarán en 
cuenta las disposiciones pertinentes del artículo 9 del Acuerdo Antidumping 
y del artículo 19 del Acuerdo sobre Subvenciones.

6	 Sobre el particular, únicamente se ha recibido un escrito de la empresa 
importadora Insumos Perú, en el cual manifestó su posición respecto al 
pedido de aplicación de derechos provisionales formulado por parte de 
Tecnología Textil y La Parcela.

7	 De conformidad con el artículo 2 del Acuerdo Antidumping, el precio de 
exportación los tejidos tafetán mezcla originarios de China será determinado 
a partir de la información estadística obtenida de Superintendencia Nacional 
de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT) respecto de las 
importaciones peruanas del referido producto efectuadas en el periodo de 
análisis (abril de 2019 – marzo de 2020).

8	 ACUERDO ANTIDUMPING, Artículo 3.- Determinación de la existencia de 
daño

	 3.1. La determinación de la existencia de daño a los efectos del artículo 
VI del GATT de 1994 se basará en pruebas positivas y comprenderá un 
examen objetivo: 

	 a) del volumen de las importaciones materia de dumping y del efecto de 
éstas en los precios de productos similares en el mercado interno; y, 

	 b) de la consiguiente repercusión de esas importaciones sobre los 
productores nacionales de tales productos.

9	 Cabe mencionar que no se registraron importaciones de los tejidos tafetán 
mezcla originarios de China en el primer trimestre de 2017, razón por la 
cual, la evolución de tales importaciones en términos acumulados se 
analiza considerando el segundo trimestre de 2017 y el primer trimestre de 
2020.

10	 Cabe mencionar que el indicador de utilidad operativa obtenida por la RPN 
se ha analizado en periodos anuales para los años 2017, 2018 y 2019. 
Para el año 2020 solo se cuenta con información del indicador de utilidad 
operativa para el periodo enero – marzo, sin embargo no es posible analizar 
la variación respecto del mismo período del año anterior pues no se cuenta 
con esta información.

11	 Cabe mencionar que el indicador de flujo de caja y rentabilidad agregada se 
ha analizado en periodos anuales para los años 2017, 2018 y 2019, debido 
a que para el 2020 solo se cuenta con información para el periodo enero – 

marzo, la cual no resulta comparable con los referidos periodos anuales.
12	 Entiéndase por ROS, ROE y ROA a la rentabilidad sobre las ventas, 

rentabilidad sobre patrimonio y rentabilidad sobre activos, respectivamente.
13	 ACUERDO ANTIDUMPING, Artículo 3.- Determinación de la existencia de 

daño
	 (…)
	 3.5. Habrá de demostrarse que, por los efectos del dumping que se 

mencionan en los párrafos 2 y 4, las importaciones objeto de dumping 
causan daño en el sentido del presente Acuerdo. La demostración de una 
relación causal entre las importaciones objeto de dumping y el daño a la 
rama de producción nacional se basará en un examen de todas las pruebas 
pertinentes de que dispongan las autoridades. Éstas examinarán también 
cualesquiera otros factores de que tengan conocimiento, distintos de las 
importaciones objeto de dumping, que al mismo tiempo perjudiquen a la 
rama de producción nacional, y los daños causados por esos otros factores 
no se habrán de atribuir a las importaciones objeto de dumping (…).

14	 Esta metodología ha sido utilizada por la Comisión en casos anteriores. Al 
respecto, ver:

	 (i) Resolución N° 297-2013/CFD-INDECOPI, publicada el 22 de diciembre 
de 2013, que dispuso aplicar derechos antidumping definitivos sobre las 
importaciones y complementos de vestir de la República Popular China. 
Dicha Resolución se sustenta en el Informe Nº 031-2013/CFD-INDECOPI.

	 (ii) Resolución N° 151-2010/CFD-INDECOPI, publicada el 22 de agosto de 
2010, que dispuso aplicar derechos compensatorios definitivos sobre las 
importaciones de biodiésel puro (B100) y sus mezclas que contengan una 
proporción mayor al 50% de biodiésel (B50) en su composición, originario 
de los Estados Unidos. Dicha Resolución se sustenta en el Informe Nº 041-
2010/CFD-INDECOPI.

	 (iii) Resolución Nº 021-2009/CFD-INDECOPI, publicada el 15 de febrero 
de 2009, que dispuso mantener la vigencia de los derechos antidumping 
definitivos impuestos sobre las importaciones de aceites refinados de 
soya, girasol y sus mezclas originarios y/o procedentes de la República 
Argentina, producidos y/o exportados por Molinos Río de la Plata S.A., 
Aceitera General Deheza S.A., Nidera S.A. y Aceitera Martínez S.A. Dicha 
Resolución se sustenta en el Informe Nº 008-2009/CFD-INDECOPI.

	 (iv) Resolución Nº 181-2009/CFD-INDECOPI, publicada el 8 de noviembre 
de 2009, que dispuso mantener la vigencia de los derechos antidumping 
impuestos sobre las importaciones de chalas y sandalias originarias de la 
República Popular China y suprimir los derechos antidumping impuestos 
sobre las importaciones de dichos productos originarios de Taipei Chino 
(Taiwán). Dicha Resolución se sustenta en el Informe Nº 062-2009/CFD-
INDECOPI.

15	 Sobre el particular, el precio no lesivo se determinó sobre base del precio 
promedio nacionalizado de las importaciones peruanas de tejidos tafetán 
mezcla originarias de terceros países (distintos de China), pues dichos 
tejidos se han comercializado en el mercado nacional durante el periodo 
de análisis (enero de 2017 – marzo de 2020) sin que exista evidencia que 
hayan afectado el desempeño económico de la RPN.

16	 ACUERDO ANTIDUMPING, Artículo 7.- Medidas provisionales.-
	 (…)
	 7.4  Las medidas provisionales se aplicarán por el período más breve 

posible, que no podrá exceder de cuatro meses, o, por decisión de la 
autoridad competente, a petición de exportadores que representen un 
porcentaje significativo del comercio de que se trate, por un período que 
no excederá de seis meses. Cuando las autoridades, en el curso de una 
investigación, examinen si bastaría un derecho inferior al margen de 
dumping para eliminar el daño, esos períodos podrán ser de seis y nueve 
meses respectivamente.

1954104-1

ORGANISMO DE EVALUACION Y

FISCALIZACION AMBIENTAL

Disponen publicar proyecto de Resolución 
de Consejo Directivo que aprobaría la 
“Tipificación de Infracciones administrativas 
y escala de sanciones aplicable al 
incumplimiento de las obligaciones para la 
gestión y manejo de residuos de aparatos 
eléctricos y electrónicos - RAEE”

Resolución del Consejo Directivo
Nº 00007-2021-OEFA/CD

Lima, 18 de mayo de 2021

VISTOS: El Informe Nº 038-2021-OEFA/DPEF-SMER, 
elaborado por la Subdirección de Políticas y Mejora 
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Regulatoria de la Dirección de Políticas y Estrategias en 
Fiscalización Ambiental; y, el Informe Nº 172-2021-OEFA/
OAJ, elaborado por la Oficina de Asesoría Jurídica; y,

CONSIDERANDO:

Que, mediante la Segunda Disposición 
Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1013, 
Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación, 
Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente, 
se crea el Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental - OEFA como organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público 
interno, constituyéndose en pliego presupuestal, adscrito 
al Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización 
ambiental;

Que, a través de la Ley Nº 29325, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental (en 
adelante, Ley del SINEFA), se otorga al OEFA la calidad 
de Ente Rector del citado sistema, el cual tiene por 
finalidad asegurar el cumplimiento de las obligaciones 
ambientales fiscalizables por parte de los administrados, 
así como supervisar y garantizar que las funciones de 
evaluación, supervisión y fiscalización ambiental –a cargo 
de las diversas entidades del Estado– se realicen de 
forma independiente, imparcial, ágil y eficiente;

Que, el Literal a) del Numeral 11.2 del Artículo 11º de 
la Ley del SINEFA establece que la función normativa 
del OEFA comprende la facultad de dictar, en el ámbito 
y materia de sus competencias, las normas que regulen 
el ejercicio de la fiscalización ambiental en el marco del 
Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
y otras de carácter general referidas a la verificación del 
cumplimiento de las obligaciones ambientales fiscalizables 
de los administrados a su cargo, así como aquellas 
necesarias para el ejercicio de la función de supervisión 
de Entidades de Fiscalización Ambiental, las que son de 
cumplimiento obligatorio para dichas entidades en los tres 
niveles de gobierno;

Que, mediante Decreto Legislativo Nº 1278, se 
aprueba la Ley de Gestión Integral de Residuos Sólidos (en 
adelante, Decreto Legislativo Nº 1278), que tiene como 
objeto establecer derechos, obligaciones, atribuciones y 
responsabilidades de la sociedad en su conjunto, con la 
finalidad de propender hacia la maximización constante 
de la eficiencia en el uso de los materiales y asegurar 
una gestión y manejo de los residuos sólidos económica, 
sanitaria y ambientalmente adecuada, con sujeción a las 
obligaciones, principios y lineamientos de la mencionada 
norma;

Que, el Literal c) del Artículo 5º del Decreto Legislativo 
Nº 1278 reconoce el principio de responsabilidad extendida 
del productor, el cual promueve que los fabricantes, 
importadores, distribuidores y comercializadores 
fabriquen o utilicen productos o envases con criterios de 
ecoeficiencia que minimicen la generación de residuos 
y/o faciliten su valorización, aprovechando los recursos 
en forma sostenible y reduciendo al mínimo su impacto 
sobre el ambiente; asimismo, promueve que estos sean 
responsables de participar en las etapas del ciclo de vida 
de los productos o envases;

Que, el Artículo 13º del Decreto Legislativo Nº 1278 
establece que el régimen especial de gestión de residuos 
de bienes priorizados se encuentra dirigido a bienes de 
consumo masivo que, por su volumen considerable, 
inciden significativamente en la generación de residuos 
sólidos o que por sus características de peligrosidad 
requieren un manejo especial;

Que, el Literal f) del Artículo 16º del Decreto Legislativo 
1278, modificado por el Decreto Legislativo 1501, señala 
que el OEFA, en adición a sus funciones, es competente 
para supervisar, fiscalizar y sancionar el cumplimiento de 
las obligaciones establecidas en el marco del régimen 
especial de gestión de residuos de bienes priorizados;

Que, el Literal d) del Artículo 16º del Decreto 
Legislativo Nº 1278, modificada por el Decreto Legislativo 
1501, señala que el OEFA, en adición a sus funciones, 
es competente para tipificar las conductas infractoras 
y aprobar la escala de sanciones, en el marco de 
las facultades de supervisión, fiscalización y sanción 
establecidas en el presente artículo;

Que, el Artículo 84º del Reglamento del Decreto 
Legislativo Nº 1278, aprobado mediante Decreto Supremo 
Nº 014-2017-MINAM, establece que, en el régimen 
especial de gestión de residuos sólidos, los productores 

deben implementar sistemas específicos de manejo, 
asumiendo la responsabilidad por los residuos generados 
a partir de dichos bienes en la fase de post consumo;

Que, asimismo, el artículo antes indicado establece 
que, mediante Decreto Supremo, a propuesta del 
Ministerio del Ambiente - MINAM y con el refrendo de 
los sectores competentes, se regulará el citado régimen 
especial, estableciéndose los bienes priorizados, los 
objetivos, las metas y los plazos para la implementación 
de los sistemas de manejo de los residuos sólidos 
generados a partir de dichos bienes;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 009-2019-MINAM, 
se aprobó el Régimen especial de manejo de residuos de 
aparatos eléctricos y electrónicos (en adelante, Régimen 
RAEE), con el objetivo de establecer las obligaciones y 
responsabilidades de los actores involucrados en las 
diferentes etapas de gestión y manejo de residuos de 
aparatos eléctricos y electrónicos (en adelante, RAEE), el 
cual comprende actividades destinadas a la segregación, 
almacenamiento, recolección, transporte, valorización y 
disposición final de los generadores de RAEE, teniendo 
en cuenta condiciones para la protección del ambiente y 
la salud humana;

Que, el Artículo 7º del Régimen RAEE establece 
que el OEFA es competente para supervisar, fiscalizar 
y sancionar respecto de las obligaciones de los 
productores, a través de los sistemas de manejo RAEE; 
de los generadores de RAEE con Estudio Ambiental o 
Instrumento de Gestión Ambiental complementario al 
Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental 
(SEIA); así como del manejo de los RAEE en las plantas 
de valorización a cargo de las EO - RS;

Que, el Numeral 35.1 del Artículo 35º del Régimen 
RAEE establece que el OEFA ejerce la fiscalización 
ambiental y tipifica, en coordinación con el MINAM, las 
infracciones y establece las sanciones correspondientes, 
a todos los actores involucrados en la gestión y manejo de 
los RAEE, dentro del marco de sus facultades;

Que, por otro lado, el Numeral 35.2 del Artículo 35º del 
Régimen RAEE establece que la tipificación de infracciones y 
escala de sanciones aprobada por el OEFA es de aplicación 
supletoria por las demás Entidades de Fiscalización 
Ambiental, de conformidad con lo establecido en el último 
párrafo del Artículo 17º de la Ley del SINEFA;

Que, el último párrafo del Artículo 17º de la Ley del 
SINEFA establece que, mediante resolución del Consejo 
Directivo del OEFA, se tipifican las conductas infractoras 
y se establece la escala de sanciones aplicables, 
disponiéndose que las de carácter general y transversal 
son de aplicación supletoria a la tipificación de infracciones 
y escala de sanciones que utilicen las Entidades de 
Fiscalización Ambiental;

Que, por su parte, el Artículo 19º de la Ley del SINEFA 
dispone que las infracciones y sanciones se clasifican 
como leves, graves y muy graves; y, que su determinación 
debe fundamentarse en: (i) la afectación a la salud o al 
ambiente; (ii) la potencialidad o certeza de daño; (iii) la 
extensión de sus efectos; y, (iv) en otros criterios que 
puedan ser definidos de acuerdo a la normativa vigente;

Que, a partir del marco normativo señalado, el OEFA ha 
elaborado una propuesta de “Tipificación de Infracciones 
administrativas y escala de sanciones aplicable al 
incumplimiento de las obligaciones para la gestión y 
manejo de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos 
- RAEE”, proyecto normativo que, previamente a su 
aprobación, debe ser sometido a consulta pública con 
la finalidad de recibir las observaciones, comentarios o 
sugerencias de los interesados, conforme a lo establecido 
en el Artículo 39º del Reglamento sobre Transparencia, 
Acceso a la Información Pública Ambiental y Participación 
y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales, aprobado 
mediante Decreto Supremo Nº 002-2009-MINAM;

Que, mediante el Acuerdo Nº 007-2021, adoptado 
en la Sesión Extraordinaria Nº 015-2021 del 17 de 
mayo de 2021, el Consejo Directivo del OEFA acordó 
por unanimidad disponer la publicación de la propuesta 
normativa denominada “Tipificación de Infracciones 
administrativas y escala de sanciones aplicable al 
incumplimiento de las obligaciones para la gestión y 
manejo de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos 
- RAEE”, habiéndose establecido la exoneración de 
la aprobación del acta respectiva a fin de asegurar la 
publicación inmediata;

Contando con el visado de la Gerencia General, de 
la Dirección de Políticas y Estrategias en Fiscalización 
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Ambiental, de la Dirección de Supervisión Ambiental en 
Actividades Productivas, de la Dirección de Supervisión 
Ambiental en Infraestructura y Servicios, de la Dirección 
de Fiscalización y Aplicación de Incentivos, de la 
Subdirección de Políticas y Mejora Regulatoria y de la 
Oficina de Asesoría Jurídica; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley del SINEFA, 
el Decreto Legislativo Nº 1278, su Reglamento y el 
Régimen RAEE, así como, en ejercicio de las atribuciones 
conferidas por los Literales h) y n) del Artículo 9º del 
Reglamento de Organización y Funciones del OEFA, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 013-2017-MINAM;

SE RESUELVE:

Artículo 1º.- Disponer la publicación del proyecto 
de Resolución de Consejo Directivo que aprobaría la 
“Tipificación de Infracciones administrativas y escala de 
sanciones aplicable al incumplimiento de las obligaciones 
para la gestión y manejo de residuos de aparatos 
eléctricos y electrónicos - RAEE” que como Anexo forma 
parte integrante de la presente Resolución, en el Portal 
institucional de la Entidad - OEFA (www.oefa.gob.pe).

Artículo 2º.- Los interesados podrán remitir sus 
observaciones, comentarios, opiniones y sugerencias 
al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - 
OEFA, ubicado en la avenida Faustino Sánchez Carrión 
603, 607 y 615 del distrito de Jesús María, provincia y 
departamento de Lima, o mediante la dirección electrónica 
tipificacionraee@oefa.gob.pe, en un plazo de diez (10) 
días hábiles, contado a partir de la publicación de la 
presente Resolución en el diario oficial El Peruano.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARÍA TESSY TORRES SÁNCHEZ
Presidenta del Consejo Directivo
Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental

1955159-1

SUPERINTENDENCIA NACIONAL

DE FISCALIZACION LABORAL

Aprueban la Directiva N° 001-2021-SUNAFIL/
INPA, denominada “Reglas para el 
desarrollo de las Acciones de Orientación 
en el marco de la Prevención del Sistema de 
Inspección del Trabajo”

Resolución de Superintendencia
Nº 158-2021-SUNAFIL

Lima, 18 de mayo de 2021

VISTOS:

El Acta Nº 001-2021-SUNAFIL/INPA, y el Informe 
Nº 000009-2021-SUNAFIL/INPA, de fecha 21 y 25 de 
enero de 2021, respectivamente, de la Intendencia 
Nacional de Prevención y Asesoría; el Informe Nº 
000040-2021-SUNAFIL/GG/OGPP, de fecha 29 de 
enero de 2020, de la Oficina General de Planeamiento 
y Presupuesto; el Informe Nº 086-2021-SUNAFIL/GG-
OGAJ, de fecha 2 de febrero de 2021, de la Oficina 
General de Asesoría Jurídica, y demás antecedentes; 
y,

CONSIDERANDO:
Que, mediante la Ley Nº 29981 se crea la 

Superintendencia Nacional de Fiscalización Laboral 
– SUNAFIL, como organismo técnico especializado, 
adscrito al Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, 
responsable de promover, supervisar y fiscalizar el 
cumplimiento del ordenamiento jurídico sociolaboral y 
el de seguridad y salud en el trabajo, así como brindar 
asesoría técnica, realizar investigaciones y proponer la 
emisión de normas sobre dichas materias;

Que, la SUNAFIL desarrolla y ejecuta las funciones y 

competencias establecidas en el artículo 3 de la Ley Nº 
28806, Ley General de Inspección del Trabajo, en el ámbito 
nacional y cumple el rol de autoridad central y ente rector 
del Sistema de Inspección del Trabajo, de conformidad 
con las políticas y planes nacionales y sectoriales, así 
como con las políticas institucionales y los lineamientos 
técnicos del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo. 
Asimismo, como ente rector del citado sistema funcional, 
dicta normas y establece procedimientos para asegurar el 
cumplimiento de las políticas públicas en las materias de 
su competencia que requieren de la participación de otras 
entidades del Estado, garantizando el funcionamiento del 
Sistema;

Que, la Ley Nº 28806, Ley General de Inspección 
del Trabajo, tiene por objeto regular el Sistema de 
Inspección del Trabajo, su composición, estructura 
orgánica, facultades y competencias, de conformidad con 
el Convenio Nº 81 de la Organización Internacional del 
Trabajo;

Que, de acuerdo con la definición contenida en el 
artículo 1 de la referida Ley, la Inspección del Trabajo es 
el servicio público encargado de vigilar el cumplimiento 
de las normas de orden sociolaboral y de la seguridad 
social, de exigir las responsabilidades administrativas que 
procedan, orientar y asesorar técnicamente en dichas 
materias, todo ello de conformidad con el Convenio Nº 81 
de la Organización Internacional del Trabajo;

Que, el numeral 2 del artículo 3 de la norma general 
antes citada, prevé como parte de las finalidades de la 
inspección del trabajo la orientación y asistencia técnica, 
que implica, entre otros aspectos, informar y orientar a 
empresas y trabajadores a fin de promover el cumplimiento 
de la normativa, de preferencia en el sector de las Micro 
y Pequeñas Empresas, así como en la economía informal 
o no estructurada;

Que, el artículo 33 del Reglamento de 
Organización y Funciones de la SUNAFIL, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 007-2013-TR, modificado 
por Decreto Supremo Nº 009-2013-TR, establece que 
la Intendencia Nacional de Prevención y Asesoría es 
el órgano responsable de fomentar una cultura de 
prevención y cumplimiento del ordenamiento jurídico 
sociolaboral y el de seguridad y salud en el trabajo; así 
como, orientar a la ciudadanía sobre los servicios que 
presta la inspección del trabajo;

Que, asimismo, de conformidad con el inciso a) 
del artículo 34 del referido Reglamento, la Intendencia 
Nacional de Prevención y Asesoría tiene por función 
formular y proponer directivas, mecanismos y 
procedimientos para el cumplimiento de sus funciones, 
en el ámbito de su competencia, en coordinación con la 
Intendencia Nacional de Inteligencia Inspectiva;

Que, a través del informe de vistos, la Intendencia 
Nacional de Prevención y Asesoría presenta la 
propuesta del Directiva denominada “Reglas para 
el Desarrollo de las Acciones de Orientación en el 
Marco de la Prevención del Sistema de Inspección del 
Trabajo”, señalando que tiene por finalidad contar con 
un instrumento normativo que establezca los procesos, 
pautas y metodología a ser aplicados en el desarrollo 
de las acciones de orientación como estrategia de 
prevención a cargo del Sistema de Inspección del 
Trabajo;

Que, la Oficina General de Planeamiento 
y Presupuesto, a través del Informe Nº 
000040-2021-SUNAFIL/GG/OGPP, emite opinión 
técnica favorable para la aprobación de la Directiva 
denominada “Reglas para el Desarrollo de las 
Acciones de Orientación en el Marco de la Prevención 
del Sistema de Inspección del Trabajo”, presentada 
por la Intendencia Nacional de Prevención y Asesoría, 
señalando que cumple con las disposiciones 
contenidas en la Versión 02 de la Directiva Nº 
001-2014-SUNAFIL/OGPP - “Gestión de Instrumentos 
Normativos”, aprobada por Resolución de Secretaría 
General Nº 014-2016-SUNAFIL-SG, actualizada 
mediante la Resolución de Secretaría General Nº 
059-2017-SUNAFIL-SG;

Que, mediante el Informe Nº 086-2021-SUNAFIL/
GG-OGAJ, la Oficina General de Asesoría Jurídica emite 
opinión legal favorable para la aprobación de la Directiva 
denominada “Reglas para el Desarrollo de las Acciones de 
Orientación en el Marco de la Prevención del Sistema de 
Inspección del Trabajo”, en razón a los informes técnicos 
emitidos por la Intendencia Nacional de Prevención y 
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